Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 15 minutos.) 
-La Comisión tiene dos temas previos para resolver. 


Por un lado, en la última sesión había quedado pendiente la designación de la 
Vicepresidencia de la Comisión y, en este sentido, corresponde que el Frente Amplio proponga un 
nombre. Si ya lo tienen, lo votaríamos ahora, pero si no, posponemos el tema hasta que traigan la 
propuesta. 


SEÑORA MOREIRA.- El Frente Amplio solicita que podamos tomar posición en la sesión del próximo 
lunes, porque hay algunos integrantes de licencia, como la señora Senadora Xavier, y necesitamos 
tener algunos datos más para poder proponer el nombre del Vicepresidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, este tema se considerará la próxima sesión. 


El otro tema tiene que ver con el horario de inicio de esta Comisión. Como ustedes 
recordarán, nosotros habíamos planteado la posibilidad de que en vez de que la Comisión comience a 
sesionar a las 15 horas, lo haga a las 16, sobre todo, porque algunos Senadores que somos del interior 
del país y que venimos el lunes de mañana, a veces, se nos vuelve un poquito apretado el horario de 
inicio. Si los señores Senadores están de acuerdo, podríamos fijar las 16 horas como horario de inicio 
de la Comisión. 


SEÑOR SOLARI.- No tengo inconveniente. 
SEÑOR LORIER.- Yo tampoco. 


SEÑORA MOREIRA.- No tengo inconveniente y me consta que el señor Senador Tajam tampoco lo 
tiene. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Para mí, está bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De esta manera, acordamos que la Comisión sesione los días lunes a las 16 
horas. 


En el Orden del Día de esta sesión corresponde recibir en audiencia a representantes de la 
Sede del Islam en el Uruguay, y del Centro Islámico que, hasta el momento no se han hecho 
presentes. A la hora 15 y 30 tenemos que recibir a representantes del Ministerio de Educación y 
Cultura, de la Dirección Nacional de Derechos Humanos y de la Comisión Honoraria contra el Racismo, 
la Xenofobia y Toda Forma de Discriminación. A la hora 16:30 recibiremos a representantes del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Dirección Nacional de Derechos Humanos y Comisión 
Honoraria Contra el Racismo, la Xenofobia y Toda Forma de Discriminación del Ministerio de 
Educación y Cultura.) 


-En el marco del tratamiento de la Carpeta N* 1042/2012, recibimos con agrado a 
representantes de la Dirección Nacional de Derechos Humanos y Comisión Honoraria Contra el 


Racismo, la Xenofobia y Toda Forma de Discriminación del Ministerio de Educación y Cultura. 


Sabemos que aún no han llegado todos los integrantes de la delegación, pero, de todas 
maneras -y sin perjuicio de que después se sumarán los demás- preferimos ya escucharlos e ir 
trabajando sobre el proyecto de ley relativo a los afrodescendientes. 


Como se sabe, se trata de una iniciativa cuya consideración la Comisión decidió abordar de 
manera inmediata -y como primer asunto- en el presente año, dado que en el Período pasado, a pesar 
de nuestro deseo, no pudimos darle aprobación, fundamentalmente debido a lo complejo que resultó el 
tratamiento del proyecto de ley sobre la adopción. En suma, hoy existe el propósito de considerarla en 
el menor tiempo posible y, en tal sentido, quisiéramos escuchar las reflexiones que nuestros invitados 
puedan aportar sobre ella y, en general, sobre el tema de los afrodescendientes en el Uruguay. 


Les damos la palabra. 


SEÑORA ESQUIVEL.- Buenas tardes. Los tres representantes que nos encontramos aquí en este 
momento integramos la Comisión Honoraria Contra el Racismo, la Xenofobia y Toda Forma de 
Discriminación del Ministerio de Educación y Cultura. Pedimos disculpas porque tuvimos un problema 
con nuestra Secretaria y con el representante del Ministerio de Relaciones Exteriores. 


Trabajo en el MIDES, más concretamente, tengo una responsabilidad, que es el 
Departamento de Mujeres Afrodescendientes dentro del Instituto Nacional de las Mujeres. 


Quisiera hablar acerca del porqué de estas acciones afirmativas y cómo a partir del año 2007 
hemos podido tener una serie de elementos y publicaciones que muestran la situación en la que se 
encuentra la comunidad afro uruguaya en lo que refiere a las brechas de desigualdad a nivel 
socioeconómico y cultural. Tales brechas no pueden explicarse más que por la acumulación de 
situaciones de dificultad en las oportunidades, que han derivado en la falta de inclusión social de esta 
población. 


(Ingresa a Sala la Secretaria de la Comisión Honoraria Contra el Racismo, la Xenofobia y Toda 
Forma de Discriminación del Ministerio de Educación y Cultura.) 


-Ahora nos acompaña también la doctora Saura, Secretaria de la Comisión Honoraria. 


Cabe señalar que respecto a este tema nuestro país tiene ya firmadas varias Convenciones, 
que datan del año 2011; a su vez, a nivel del Comité que funciona en esta área surgió el planteo de 
llevar a cabo acciones afirmativas para este colectivo. Se expresó claramente que debemos tener 


datos del tipo de segregado, para de esa forma poder evaluar adecuadamente en qué lugar y en qué 
situación están las personas afrodescendientes. En el Ministerio de Desarrollo Social estamos 
trabajando, justamente, para constituir un equipo a nivel estatal que durante todo este año trabaje 
sobre la incorporación de la variable étnico racial en la información del Estado y también en los 
diferentes programas. 


Con respecto al proyecto de ley a consideración, lo primero que podemos decir -sin perjuicio 
de los informes que elaboraremos luego, como Comisión, a partir de todos los datos recabados a lo 
largo del tiempo en que hemos estado trabajando- es que nos sentimos muy complacidos, 
fundamentalmente porque en el artículo 1? se reconoce la situación de este colectivo y lo que han 
significado históricamente la discriminación racial y el racismo. Creemos que este reconocimiento hace 
que nos dispongamos a resolver tal situación. Mientras ésta no se aceptara, pensando que era un 
racismo sutil -sin ver que atacaba a las personas, a sus cuerpos y a sus oportunidades y derechos- no 
se iba a buscar una solución, como puede ser esta que además se enmarca en un tiempo, promueve 
reacciones afirmativas que nos sacan del asistencialismo, que buscan capacitar a este colectivo y 

buscan un compromiso con la sociedad civil que va a tener que ser la articuladora entre este colectivo 
y esas acciones. 


Resta decirles que desde mi lugar -más allá de que en otro momento pueda hacer algún otro 
aporte- y desde la Comisión, apoyamos y vemos con absoluta necesidad la aprobación de este 
proyecto de ley. 


SEÑOR PRATS.- Buenas tardes. 


Soy Director de Derechos Humanos del Codicen e integrante de la Comisión Honoraria contra 
el Racismo, Xenofobia y toda forma de Discriminación, en representación de la ANEP. 


Desde la Comisión -tal como dijo la señora Esquivel- apoyamos con entusiasmo este proyecto 
de ley. Pensamos que es una herramienta importante para poder abordar de manera integral una 
acción contra el racismo y la discriminación en nuestro país, no solo contra los actos discriminatorios o 
racistas que muchas veces son los que salen en la opinión pública o en la prensa -como ha ocurrido en 
los últimos tiempos- sino también contra las bases estructurales que refieren a estos temas. 


Las acciones afirmativas o positivas no hacen otra cosa que tratar de atenuar las grandes 
desigualdades históricas que este colectivo ha sufrido desde hace siglos. Los problemas de acceso al 
empleo, a la educación, y la discriminación de diversa índole que se da en determinados espacios 
sociales deben ser afrontados no solo con declaraciones, discursos y buenas intenciones, sino con 
acciones concretas que hagan notar claramente que desde el Estado hay una preocupación para 
terminar con las raíces de la desigualdad. Por ejemplo, el hecho de que en este proyecto de ley se 
establezca un cupo para afrodescendientes en la administración pública y organismos del Estado, es 
un reconocimiento a esa desigualdad histórica y una medida concreta para poder afrontarla. 


Cuando esta iniciativa estaba a estudio de la Cámara de Representantes, fuimos invitados. En 
esa oportunidad dimos el visto bueno, hicimos aportes en este sentido y mostramos nuestro 
beneplácito sobre el objetivo fijado de hacer que la Cámara de Senadores también apruebe el proyecto 
de ley en el corto plazo. 


Por ahora nada más y estoy a las órdenes por cualquier pregunta que los señores Senadores 
deseen formular. 


SEÑORA SAURA.- Quiero repetir que la Comisión Honoraria se congratula con esta iniciativa que es 
en cumplimiento del Plan de Acción de Durban y también de las recomendaciones específicas que el 


Comité para la Eliminación de Discriminación Racial nos ha hecho como país. Entonces, este es un 
aporte fundamental, sobre todo porque tiene en cuenta tres grandes líneas o puntos esenciales que el 
Plan de Acción de Durban refería. En primer lugar, el reconocimiento de que la pobreza y el pertenecer 
a un colectivo, muchas veces, se interrelaciona de manera que su impacto menoscaba el ejercicio de 
los derechos humanos. Por otra parte, la dinámica de disparidades que este colectivo tiene hace que, 
efectivamente, la realidad y la voz de los grupos sociales estratificados cree tensiones que minan el 
desarrollo humano. Por último, son necesarios mecanismos de supervisión que sean capaces de dirigir 
y actuar en función de las estrategias internacionales para el desarrollo humano. 


En este sentido, el artículo 9%, que establece la creación de una Comisión de tres miembros, 
uno por el Ministerio de Desarrollo Social -que la preside- otro por el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y otro por el Ministerio de Educación y Cultura, nos parece una buena iniciativa. Por nuestra 
parte, apuntamos a que la sociedad civil tenga una capacidad de supervisión en este sentido y, 
además, esperamos que la Comisión Honoraria pueda ser fortalecida, ya que pensamos que puede 
realizar un buen aporte contra el racismo y la discriminación. 


Por otra parte, queremos mencionar otro aporte específico al artículo 8%. Como se sabe, 
nuestra Comisión está formada por varios colectivos, incluyendo a quienes representan diferentes 
religiones. Precisamente, una de las integrantes que representa a las religiones de matriz africana nos 
apuntaba algo que tal vez no es menor, que es lo siguiente. Se propone hacer un agregado al artículo 
8%, de modo que quede redactado de la siguiente manera: “Se considera de interés general que los 
programas educativos y de formación docente, cuando corresponda, incorporen el legado de las 
comunidades afrodescendientes en la historia, su participación y aportes en la conformación de la 
nación en sus diversas expresiones universales de cultura; arte, filosofía, religión, saberes, 
costumbres, tradiciones, valores; incluyendo el pasado de esclavitud, trata y estigmatización de las 
mismas”. Dejamos a consideración de los señores Senadores la inclusión de este aporte en el texto de 
la ley. 


SEÑORA ESQUIVEL.- Quiero referirme a otro aspecto que, a mi juicio, no es menor. El artículo 4? del 
proyecto, que habla del tema de las cuotas, en el sentido de que las acciones afirmativas no consisten 
sólo en cuotas, de lo que significan el reconocimiento y la reparación y de todo aquello que los señores 
Senadores bien conocen, creo que requiere que llamemos la atención sobre lo relativo al género. 
Decimos esto, porque las mujeres afrodescendientes sufrimos una discriminación múltiple, agravada, 
por ser mujeres negras, para decirlo de forma que se entienda bien. En general, cuando sobre un 
mismo sujeto recae más de una discriminación, esta se potencia, se convierte en mucho más que una 
sumatoria, a la que se agrega el tema de la pobreza. Por consiguiente, hubiésemos querido que este 
artículo se transversalizara con el tema de género. Asimismo, nos habría interesado que se tomaran en 
cuenta los diferentes datos, como por ejemplo, los del Instituto Nacional de las Mujeres, en virtud de los 
que quedan claras las brechas entre hombres y mujeres siempre y entre mujeres afrodescendientes y 
no afrodescendientes. Precisamente, a través de esos datos, hemos sabido que las mujeres jóvenes 
tienen un nivel de desempleo cuatro veces mayor que el general del país. En síntesis, nos gustaría que 
ese punto se tomara en cuenta para la redacción de este artículo. 


SEÑOR ABUYANET.- Pertenezco a la Asociación de Descendientes de la Nación Charrúa y soy 
fundador del Consejo de la Nación Charrúa, que nuclea diferentes organizaciones y comunidades de 
Montevideo y del interior. 


Generalmente, cuando hablo de la nación charrúa y del espacio al que represento, provoco 
un poco de sorpresa porque tanto la historia oficial como nuestra vocación, nos han convencido de que 
a los charrúas los han exterminado, extinguido y de que han desaparecido, no quedando 
absolutamente nada de ellos. Es como si ese tema hubiese quedado laudado en el pasado. 


De acuerdo al último censo nacional de población, 164.000 personas nos identificamos como 
indígenas. Y si la pregunta hubiese sido más extensa y hubiéramos podido especificar a qué etnia o 
colectivo pertenecíamos, hoy podríamos estar afirmando que continúan naciendo charrúas en Uruguay 
y que, prácticamente, constituyen un 5% de nuestra población. 


Con respecto a la comunidad afrodescendiente, nosotros venimos hermanados con ella 
desde la historia misma. Recordemos que en los primeros tiempos, la nación charrúa abrió sus brazos 
a nuestro prócer, que vivió desde los 14 a los 32 años de edad en sus tolderías, y también a los 
hermanos afrodescendientes que venían escapando de la esclavitud. Las tolderías fueron 
consideradas, por muchos historiadores, como aquellos lugares donde se refugiaban los 
contrabandistas y malvivientes, pero el ejemplo que acabo de mencionar no es, precisamente, el de un 
contrabandista o malviviente. 


Actualmente, los descendientes de los charrúas y los afrodescendientes también actuamos 
en conjunto, ya sea en la marcha por los derechos de Tania Ramírez como en la festividad del 12 de 
octubre, haciendo sonar tambores, caracolas y cuernos. Es decir que hemos vivido de cerca durante 
mucho tiempo el proceso que mis compañeros han detallado. Consideramos que este proyecto de ley 
nos satisface como si fuera un logro propio porque hasta el día de hoy hemos venido luchando sin 
absolutamente ningún reconocimiento y sabemos lo que significa tener que trabajar a veces hasta con 
organizaciones del exterior que lo primero que nos dicen es, justamente, que al no ser reconocidos, no 
existimos. Me parece que este proyecto de ley debiera aprobarse en corto plazo y hacer justicia a lo 
que nosotros vimos en todos estos artículos. 


Asimismo, acompaño lo expresado por la compañera de Comisión, Susana Andrade, sobre la 
importancia de lo establecido en el artículo 8” del proyecto de ley en cuanto a que los programas 
educativos y de formación docente -tema en el que estamos muy preocupados- puedan incluir el arte, 
la filosofía y la religión. Es decir que no solamente se incorpore el aspecto material, sino también el 
espiritual que, en el caso indígena, vendría a ser la espiritualidad y la cosmovisión, aspectos 
importantísimos sin los cuales no hay cultura que pueda subsistir. Creo que tenemos grandes 
coincidencias en nuestra tarea. 


Me siento muy satisfecho de estar ante los señores Senadores y haber podido manifestar mi 
opinión sobre el tema; apoyo firmemente este proyecto de ley. 


SEÑOR LORIER.- En primer lugar, saludo a la delegación que hoy nos visita. 


En segundo término, considero que estamos tratando un tema muy trascendente e importante. 
Creo que hay aspectos vinculados a la historia nacional que son muy poco conocidos por parte de la 
población uruguaya -quien me precedió en el uso de la palabra mencionó algunos- que nos 
parece muy importante investigar y hacer conocer. Además, el artículo 8% del proyecto de ley así lo 
estaría determinando. Concretamente, me refiero a los 200 o 250 negros y libertos que acompañaron a 
Artigas, hasta último momento, en tierras de su protectorado. Se internaron con él en el Paraguay y 
formaron una población de negros que se denominó Camba Cuá, término guaraní que literalmente 
significa “cueva de negros”. Según hemos podido saber, hasta hace muy poco tiempo se realizaba allí 
cada 6 de enero la fiesta de San Baltasar. Hemos perdido el rastro de toda esa orientalidad que se 
internó con Artigas junto con dos blancos; lamentablemente los guaraníes que lo acompañaron durante 
muchísimo tiempo, casi sobre el final, por un acuerdo entre Sití -su principal- y Ramírez, lo 
abandonaron, pero no así la colectividad negra. Los morenos y libertos junto con él y dos blancos muy 
ligados a la historia nacional, como fueron Pedro Campbell y Gorgóneo Aguiar, lo acompañaron en ese 
momento, que quizás sea uno de los más importantes en la historia de las peripecias personales de 
Artigas. Sobre eso la historia no habla mucho, como tampoco de lo que le ocurrió posteriormente a 
nuestra colectividad en el Paraguay. 


Por otra parte, nos pareció interesante saber que una historiadora riograndense se tomó el 
trabajo de estudiar en los archivos los distintos combates que la nación charrúa tuvo con los españoles 
en esos doscientos años de guerra permanente. De ahí surgió un número muy importante de mujeres y 
niños que fueron tomados prisioneros por las fuerzas españolas que, al mismo tiempo que ajusticiaban, 
mataban y asesinaban a los guerreros charrúas, preservaban a las mujeres y los niños -por lo menos 
en la generalidad de los casos- y los utilizaban como mano de obra barata. Claramente tenían la 
obligación de cristianarlos; de lo contrario, justamente podía quedar alguna mala conciencia. 


Nosotros tuvimos ocasión de leer un trabajo de investigación muy interesante del historiador 
Oscar Padrón Favre. Dice que después de los sucesos de Salsipuedes, niñas, niños y mujeres de 


origen charrúa fueron trasladados en una larga caravana e instalados en Durazno y en el cuartel de 
acá, para luego entregarlos a las principales familias de Montevideo, Durazno o Florida. Fui allí 
personalmente y, rastreando lo que Padrón Favre sugiere, en los archivos parroquiales encontré datos 
de “charruitas” -como se les llamaba- que eran entregados a los vecinos de la localidad para 
cristianarlos y luego utilizarlos como mano de obra, difícilmente paga. Estas cosas no las conoce la 
historia nacional; nuestros historiadores quizás descuidaron estos elementos, al igual que la presencia 
de los guaraníes o de “la Capataza”, Doña Luisa Tiraparé, en la creación de San Borja del Yí, a unos 
diez kilómetros de Durazno, y las peripecias que padeció en defensa de la tierra. Son todas cosas 
importantes que están unidas a lo material. Creo que no se pueden separar. Como bien se señalaba, 
ha habido avances materiales en la lucha contra la discriminación, aunque falten cosas peores. 


Creo que recordar todo esto y que nuestro pueblo lo conozca es tanto o más importante 
quizás que los otros aspectos. 


SEÑOR SOLARI.- Quisiera hacer algunas reflexiones que nos llevan a plantear preguntas. La primera 
de ellas es que en algún material que nos fue entregado por el Fondo de Población de Naciones 
Unidas se establece una cierta diferencia en el porcentaje que los afrodescendientes representan en la 
población general. Cuando se habla de ascendencia principal aparece un porcentaje un poco más bajo 
que cuando se hace referencia a los antecedentes, donde surgen cifras del entorno del 8% o el 9%. 
Quería saber si en la Comisión estudiaron este tema y llegaron a alguna conclusión, porque ambas 
preguntas las formula el Instituto Nacional de Estadística, una de ellas a través del Censo y la otra en 
la Encuesta Continua de Hogares. Me parece importante que el Estado uruguayo tenga claro qué 
pregunta en uno y otro caso, y cuál es la diferencia entre ambas acepciones. 


En segundo lugar, entiendo que las acciones afirmativas tratan de compensar a los 
afrodescendientes por no haber sido tratados de forma igual en relación a la población en general y 
una de los principales fundamentos que propone en el proyecto de ley es que la pobreza relativa más 
alta se identifica con esas familias. Obviamente, la pobreza relativa está muy relacionada con el 
empleo, pero este, a su vez, está muy vinculado a la educación; entonces, el porcentaje de egresados 
universitarios afrodescendientes -lamentablemente no tengo datos, pero supongo que ustedes tendrán 
alguno- parecería ser bastante más bajo que el 8% o el 9% que figura en la encuesta continua de 
hogares o el 5% o el 6% que aparece en el censo de población. La solución afirmativa que propone el 
proyecto de ley pasa más por el lado laboral que por establecer cupos o porcentajes para incluir cierta 
cantidad de alumnos en la educación secundaria, universitaria, magisterio o técnica. Como Comisión 
Honoraria me gustaría saber cómo ven el énfasis que se hace en lo laboral dentro del sector público y 
esa especie de sugerencia de que se enseñe, de que les den más becas, porque si bien es cierto que 
se habla de un 30% más para becas, me parece que con eso no alcanzaría. 


La tercera inquietud que quiero plantear tiene que ver con los artículos 9* y 10. El artículo 9% 
crea en el ámbito del Poder Ejecutivo una nueva Comisión, distinta de la que ustedes integran, que 
estará integrada por tres miembros: un representante del Ministerio de Desarrollo Social -que la va a 
presidir- uno del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y uno del Ministerio de Educación y Cultura, 
quien tendrá a su cargo la ejecución de los cometidos consagrados en los artículos anteriores, es decir, 
en las acciones afirmativas. A su vez, el artículo 10 establece que el Ministerio de Educación y Cultura 
debe elaborar y presentar un informe ante la Asamblea General, pero ese cometido no se le 
encomienda al Ministerio de Desarrollo Social y me parece que ahí se distorsiona o se genera una 
fuente de conflicto que va a dificultar el seguimiento efectivo de esta disposición cuando se convierta 
en ley. 


Por último, me gustaría saber si el reconocimiento que se hace en el artículo 1% implica o 
podría implicar una obligación económica para la sociedad en su conjunto -por única vez o de la forma 
que fuere- en el sentido de que dice: “Reconócese que la población afrodescendiente que ha habitado 
el territorio nacional ha sido históricamente víctima de la discriminación racial y la estigmatización 
desde el tiempo de la trata y tráfico esclavista, acciones estas últimas que constituyen crímenes contra 
la humanidad de acuerdo al Derecho Internacional”. Y en el segundo inciso se dice: “La presente ley 
constituye un acto de reparación de la discriminación histórica reconocida en el inciso primero”. Como 
no soy abogado, quisiera saber si a su entender -podemos preguntarlo por otro lado- desde el punto 
de vista jurídico esto constituye el pie para una reparación de tipo económico. Aclaro que no me estoy 
expidiendo sobre si está bien o no, sino que hago la consulta para poder entenderlo. 


El quinto y último tema tiene que ver con una presentación que hizo el Estado uruguayo ante 
una comisión internacional sobre el racismo, la xenofobia y la discriminación en Ginebra, si no me 
equivoco, a fines de 2011. Allí estuvieron representadas algunas organizaciones no gubernamentales 
que elaboraron un informe paralelo, lo que motivó que esa comisión hiciera una especie de advertencia 
al Estado uruguayo con una serie de recomendaciones de aspectos a corregir. Entonces, me gustaría 
saber qué se hizo en ese sentido y hasta dónde este proyecto de ley forma parte de ese antecedente. 


SEÑORA MOREIRA.- Antes de comenzar, quiero darles la bienvenida y decirles, al igual que el señor 
Senador Da Rosa, que estamos trabajando en este proyecto y surgieron inconvenientes sobre el 
alcance y la aplicación del artículo 4%, que es una de las razones por las cuales convocamos al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Mi primera consulta tiene que ver con algo que señaló el señor Senador Solari. En el informe 
del proyecto de ley figura que la población que se autodefine como afrodescendiente representa el 8% 
de la población total y luego, al plantearse la consulta de manera más amplia, este porcentaje queda 
por encima del 9%. Creo que es en base a estos números que se determinan varios de los alcances 
del proyecto de ley respecto a los mecanismos de acción afirmativa. En el informe se establece que 
el 47% no completa la instrucción primaria y que la cifra de pobreza asciende al 52%. Tengo la 
impresión -y por eso se los quiero consultar- de que estamos ante una población con muy bajos 
niveles de instrucción, una alta pobreza y todos los problemas derivados de eso. Entonces, si 
efectivamente la mitad de la población afrodescendiente se encuentra en situación de pobreza, 
quisiera conocer su opinión sobre si eso ameritaría que nuestros planes y programas de combate a la 
pobreza tengan una direccionalidad específica para la población afrodescendiente. Como ustedes 
dicen que hay un problema de pobreza que afecta a la mitad de la población, quisiera saber si se 
planteó la posibilidad de refocalizar todos los programas y planes de combate a la pobreza que está 
llevando a cabo el Estado uruguayo. Esta es la primera consideración que quería realizar que en 
realidad tiene más que ver con un pensamiento en voz alta. Por eso se lo quería preguntar a ustedes, 
que son los que saben del tema. 


La segunda consulta tiene que ver con cómo se vincula el fenómeno de la desocupación con 
la baja educación y con un componente de discriminación pura. ¿Por qué hago esta pregunta? En el 
caso de género, que son los estudios que yo conozco, el componente de discriminación pura se 
identifica de la siguiente manera. Se comparan hombres y mujeres con el mismo nivel educativo, en el 
mismo mercado de trabajo y cumpliendo la misma cantidad de horas y se denomina discriminación 
pura a la diferencia de ingresos que se produce. No se trata de que los hombres sean malos y 
discriminen a las mujeres -que sí lo son pero eso es harina de otro costal- sino que, como no lo 
podemos explicar por ninguna otra variable que no sea la del género, lo denominamos “componente de 
discriminación pura”. Entonces, la pregunta es si existe algo similar con respecto a la discriminación 
racial, es decir donde se comparen hombres y mujeres -al respecto, luego me voy a referir a lo que 
expresa Esquivel sobre las mujeres que me parece bien importante- con el mismo nivel educativo, en 
el mismo mercado de trabajo y se concluya que el afrodescendiente tiene una probabilidad menor. Por 
cierto, el componente de discriminación pura es muy difícil de erradicar y, además, para lograrlo 
requeriría la instrumentación de muchas medidas, pero si no lo identificamos bien, la aplicación de un 
cupo no resolverá los problemas. ¿Por qué digo esto? En lo que a educación respecta, en este país la 
mayoría de la población asiste a escuelas y liceos públicos, con lo que, en todo caso, se necesitaría la 
aplicación de un cupo en relación con la discapacidad. Se supone que el acceso a la educación pública 
es universal, por tanto, no se necesitaría la aplicación de un cupo, salvo en el caso de la Universidad 
de la República y el otorgamiento de un porcentaje de becas, porque es obvio que en algunos casos 
este instrumento puede marcar la diferencia e incidir en que un muchacho o una muchacha pueda 
ingresar y luego trabajar. Ahora bien, la impresión es que la inmensa mayoría no llega a la Universidad 
-sobre todo, si tenemos en cuenta ese componente de baja concreción en la educación primaria; no sé 
los datos del resto- pues, tal como se expresa en el informe remitido por la Cámara de Representantes, 
la asistencia a establecimientos educativos entre jóvenes afrodescendientes de entre 18 y 24 años es 
solo del 25%. O sea, la barrera está mucho antes de la Universidad. Apoyo la idea de establecer 
cupos respecto a esa casa de estudios pero, como dije antes, entiendo que la barrera está antes. 
Insisto, el problema se debería encarar antes. 


Esto en cuanto al tema de la discriminación pura y a cómo resolver antes los problemas de 
la educación. 


Con relación al tema de la discriminación de las mujeres, solicitaría a la delegación que nos 
visita que nos trajera una redacción alternativa al artículo 4% en la que se tenga en cuenta la cuestión 
de género. No conozco los datos estadísticos, pero supongo que en las mujeres afrodescendientes se 
debe adelantar la edad de maternidad, o sea, debe haber un componente demográfico que también 
incide en este problema. Quizás, sería necesario establecer una medida específica para la mujer 
afrodescendiente. Sé que los brasileños han trabajado mucho en este sentido, por eso les solicitaría 
que nos acercaran una nueva redacción en la que se incluyera la perspectiva de género. 


Pasando a otro tema, como la sociedad uruguaya se ha sensibilizado mucho con lo 
acontecido con Tania, que tiene que ver más con la discriminación que con las acciones afirmativas - 
por supuesto, la agresión a una persona siempre es un delito penal; por algo hubo un proceso penal- 
me gustaría preguntar si existen acciones contra la discriminación. El proyecto se titula: 
“Afrodescendientes. Se establecen normas que favorecen su participación en las áreas educativa y 
laboral”, y podría decirse que hace una declaración de interés general, etcétera. Concretamente, 
quisiera saber si podemos hacer algo para luchar contra el racismo, la xenofobia y la discriminación en 
el marco de acciones contra la discriminación -en el que, por ejemplo, podría incluirse campañas 
públicas- pero que tengan que ver con la violencia en la discriminación racial. Por cierto, quedó puesta 
de manifiesto en el caso de Tania porque es una activista, pero creo que debe ser mucho más 
frecuente que lo que aparece en los medios de comunicación. Soy consciente de que este tema no 
está directamente vinculado al proyecto, pero de pronto se podría agregar alguna disposición al 
respecto; capaz que no, pero me parece que el tema de la pura discriminación también debe tener 
relación con el acceso a los trabajos. Se estudió y se sabe que respecto a las mujeres, una de los 
requisitos que se establece en los llamados es el de buena presencia. En otras palabras: si sos gorda, 
marchaste; si sos negra, marchaste. Respecto a eso sí podemos establecer normas tendientes a 
impedir que en los llamados se incluya el requisito de buena presencia, de la misma manera que se 
impide que se llamen a hombres y mujeres cuando se interpreta que eso es una discriminación. 


En síntesis, me gustaría saber si existe legislación sobre esta materia y si consideran que se 
puede avanzar sobre estos puntos. 


SEÑORA SAURA.- Con respecto a los problemas de acceso a la educación, debemos decir que la 
desventaja del colectivo afrodescendiente no se puede explicar solamente desde los índices de 
pobreza, sino que es una situación que se arrastra desde la esclavitud en la época de la colonia. 
Entonces, la Comisión entiende que no sólo podemos explicar el tema en términos de pobreza, 
aunque sí incida fuertemente. Vemos que en los últimos datos estadísticos sobre indigencia y pobreza, 
como decía la señora Moreira, existe una diferencia de veintiún puntos porcentuales entre la población 
afro y la blanca en Montevideo y un poquito menos en el resto del país, entonces sí la incidencia en la 
pobreza es múltiple, pero eso no explica totalmente las desventajas de esta población. 


Con respecto a la educación, existe un estudio muy interesante, realizado por el Movimiento 
Generacional, realizado por la licenciada San Román que demuestra que, en los últimos años, en 
nuestro país existió una movilidad respecto a la educación y a los afrodescendientes, pero la brecha 
entre éstos y quienes no lo son, sigue siendo enorme. Por eso, entendemos que es necesario que 
haya una política de acción afirmativa en este sentido. Teniendo en cuenta lo que viene pasando en 
nuestro país, donde las posibilidades existen para todos, no establecer normas afectaría a esta 
población que se encuentra con grandes niveles de desventaja respecto al resto. 


En cuanto a la pregunta relativa al artículo 1%, nos manejamos con la concepción de 
reparación establecida en la Resolución 60/147 de la Asamblea de Naciones Unidas. 


En cuanto a la transversalización y la fuerte incidencia en las mujeres, el Comité para la 
Eliminación de la Discriminación Racial entiende que este tema es importante. Es necesario que 
existan políticas que transversalicen y que tengan fuertemente en cuenta a las mujeres y a los niños 
afrodescendientes, que están en una situación de vulnerabilidad tal vez un poco mayores que el resto 
de la población. 


Los demás puntos serán analizados por el resto de los integrantes de la delegación. 


SEÑORA ESQUIVEL.- Con respecto a los temas relativos a la ascendencia étnica racial y a las 
diferencias entre las personas afrodescendientes y aquellos que dicen tener ascendencia afro, hemos 
trabajado como Comisión, así como también lo ha hecho el Mides, como mecanismos de equidad 
racial sobre estos temas que no son fáciles. Digo esto porque todavía está en discusión en 
Latinoamérica cómo debe preguntarse en cuanto a los temas de la ascendencia, pertenencia o 
identidad. Ya no hablamos más de razas, sino de lo étnico racial. En ese sentido y en lo que a la ley 
concierne, habitualmente se ejerce la situación del racismo hacia los afrodescendientes viendo su 
fenotipo. Por ejemplo, alguno de ustedes podría ser afrodescendiente, pero como a simple vista no lo 
es, frente a la discriminación y al racismo, no se sentiría en la misma situación. Pero evidentemente 
hay una historia que lleva a la acumulación de falta de oportunidades y de racismo; o sea, no tuvo la 
misma red social una persona con padres o abuelos afrodescendientes, que otra que no los tuvo. Nos 
importa mucho el tema étnico. Este tema lo estamos trabajando a fondo, en conjunto, dentro del Mides, 
junto al equipo de políticas públicas. El concepto de afrodescendencia lo tenemos muy claro, pues 
afrodescendientes son todas aquellas personas de la diáspora africana en el mundo. 


En Durban -que es la hoja de ruta para estos temas- se dijo que hubo un crimen de lesa 
humanidad dado por la trata de esclavos y que, evidentemente, a partir de allí un cúmulo de personas 
sufrieron el racismo y la discriminación racial. Ellos son llamados afrodescendientes. Es decir que el 
criterio para utilizar este término es fundamentalmente de derechos y por eso nosotros tomamos esa 
terminología. La gran mayoría de las organizaciones sociales de Latinoamérica nos sumamos a esto y 
planteamos, además, lo siguiente: ¿quién me llama a mí “negro” o “negra”? Ese nombre me lo puso el 
esclavista, que me dio ese mote para designar a toda la gente de piel oscura que veníamos de 
diferentes lugares, que hablábamos distintas lenguas. Es decir que no nos llamó desde nuestro lugar 
de origen, sino que nos dijo “negro” o “negra”, y yo no tengo por qué aceptar esa denominación. Al 
respecto -aquí hay otros compañeros que pueden manejar mejor la terminología adecuada, ya que yo 
soy médica- debo decir que el guarismo del porcentaje de población que somos no necesariamente es 
el indicado como para plantear el tema de acciones afirmativas, pero es un comienzo. Es sabido lo que 
sucedió en el censo, ya que se suscitaron problemas con la pregunta y hubo lugares en los que la 
misma no se hizo; de todas formas, de acá a diez años, nosotros representamos el 8%. 


En el Comité para la Erradicación de la Discriminación Racial, en Ginebra, al que asistimos, 
se brindó un Informe Sombra de la sociedad civil. Pero hay que hacer notar que hacía diez años que 
no concurríamos, es decir, que el país no concurría, a pesar de haber sido citado. Es de destacar que 
se observaron cambios realmente sustanciales entre el último Comité, diez años antes -tendríamos que 
ir cada tres años- y lo que aconteció con la presentación que llevamos nosotros en 2011. Por ejemplo, 
mencionamos que en este país había mecanismos de equidad racial, que no existían antes. Desde ese 
lugar, el Informe Sombra planteaba las carencias que nosotros decíamos que teníamos, o sea, la falta 
de datos desagregados, la política hacia las mujeres, lo cual se unía hacia los pueblos originarios y 
afrodescendientes, el acceso a la justicia. Todos esos planteos estaban, pero se felicitaba que el país 
había hecho una serie de políticas públicas universalistas que habían movilizado la situación de 
pobreza y de indigencia. De todos modos, evidentemente -aquí aparece lo que planteaba el Senador 
Solari- hay una necesidad de llevar a cabo políticas focalizadas hacia esa población, a fin de que estas 
brechas de inequidad se reduzcan. Tengamos en cuenta que suele suceder que cuando se hacen este 
tipo de acciones universales las brechas se mantienen o se amplían. La indigencia en nuestro país 
está por debajo de un dígito; sin embargo, el 3% de las personas afrouruguayas son indigentes. Así, 
cambia completamente el número. 


Con respecto a los datos quiero decir que se los podemos enviar por correo; además, ahora 
vamos a reeditar unas publicaciones del Instituto Nacional de las Mujeres, aportando nuevos datos. De 
todos modos, esta información es de 2010 o 2011, por lo que asumimos el compromiso de enviarla. Y 
allí sí aparecen, comparadas las mismas poblaciones, por ejemplo, mujeres y hombres, en rangos de 
edades, donde existe una gran diferencia en materia de desempleo. Pero si comparamos profesionales 
afrodescendientes y no afrodescendientes, el porcentaje de los salarios -puedo equivocarme- es 
aproximadamente el 67% menos, igual que en el tema de las mujeres. Ahí se ve claramente cuando 
hablamos de lo discriminatorio. 


SEÑOR SOLARI.- Exactamente. 


SEÑORA ESQUIVEL.- Lo mismo se ve en las mujeres jóvenes que están buscando trabajo, cuyo 
porcentaje de desempleo es de un 25% con respecto al resto. Son números absolutamente disparados. 
Mañana estaremos enviando los materiales correspondientes. 


Por otra parte, está el tema de la ley y cómo se va a implementar. El Mides es el gran 
paraguas, y también está el Ministerio de Educación y Cultura. Personalmente, no soy capaz de decir 
cómo va a funcionar ese equipo, que estará constituido por los Ministerios de Desarrollo Social, 
Educación y Cultura y Trabajo y Seguridad Social. Creo que los informes tendrán que ser en conjunto, 
con una gran presencia de la sociedad civil. 


Con respecto a las becas, hay una serie de acciones que se están llevando a cabo como 
gobierno. Están las becas “Carlos Quijano”, lo que mantiene la posibilidad de los posgrados, lo que 
felicitamos, porque nuestra población, aun obteniendo un título terciario, tiene muy pocas posibilidades 
de acceder a la formación y a la capacitación fuera del país, sobre lo que nuestra población no estaba 
enterada, no había información. Este es uno de los grandes problemas: cómo informamos a la 
población de que sí existen estas políticas y estas acciones. 


Tenemos también el Programa Compromiso Educativo, y el tema también está planteado a 
nivel de nuestros jóvenes afrodescendientes. De todas formas, creo que el escollo más importante es 
la forma en que se plantea este tema a nivel de la población en general, a nivel de Secundaria, pero 
que se agrava en nuestros jóvenes que, además, salen a buscar trabajo y no lo encuentran. Estamos 
hablando de un gran nudo. Cuando ustedes comparen las cifras que les vamos a enviar, advertirán que 
por un lado salen de Secundaria, pero cuando van a buscar trabajo, registran un porcentaje de 
desocupación mucho más alto que el de sus pares de la misma edad. ¿Adónde van, entonces, esos 
jóvenes? Las mujeres jóvenes van a cuidados, y nosotros tenemos un 70% de las mujeres 
afrouruguayas que trabajan en empleos no calificados. En ese grupo tenemos un 40% que son 
trabajadoras domésticas en situación muy precaria. 


Por lo tanto, entendemos que, obviamente, hay que emprender políticas directamente 
focalizadas a esos grupos. Pero sí estamos de acuerdo en que, indudablemente, el tema de las becas 
hay que pensarlo muy bien porque se trata de becas de acompañamiento, así como de otros tipos, 
fundamentalmente a nivel de Secundaria. 


SEÑORA SAURA.- El Ministerio de Educación y Cultura tiene una incidencia fuerte sobre el tema del 
sistema nacional de becas. Las becas “Carlos Quijano”, como ustedes saben, cuando surge la ley, iban 
destinadas a la población afrodescendiente. Luego ese artículo salió y quedó en forma general. Es el 
Consejo Administrador el que retoma y mantiene en principio el decreto reglamentario, de modo que 
nos parece muy buena cosa que exista un 30% específico para los afrodescendientes. 


Las otras becas que, en la actualidad, parecerían más efectivas son las de apoyo económico 
para Educación Media que brinda el Ministerio de Educación y Cultura en el marco del Sistema 
Nacional de Becas. En principio, y como una política de Gobierno, el MEC otorga 180 becas para 
afrodescendientes específicamente de acuerdo con lo establecido. 


A su vez, por iniciativa y sugerencia de la sociedad civil, estamos viendo el sistema de 
acompañamiento o de tutorías de esas becas, que va un poco más allá del Compromiso Educativo y es 
necesario para la población afrodescendiente. Ya ha sido aprobado en unas veinte becas otorgadas 
por un convenio de la Unidad Temática Municipal por los Derechos de los Afrodescendientes y el 
Ministerio de Educación y Cultura, y en ellas se dio un apoyo tutorial específico. Fue una experiencia 
exitosa porque la amplia mayoría -18 de los 20 chicos- logró culminar ese año, pero hay que hacer 
notar que eso fue posible no solo por el apoyo económico, sino también por el apoyo tutorial específico 
y fuerte que el Ministerio de Educación y Cultura está estudiando, además del que realice el 
Compromiso Educativo. 


SEÑOR PRATS..- A raíz de los comentarios hechos por los señores Senadores, quiero hacer un aporte 
más, sobre todo relacionado con los artículos 9” y 10 referentes a la institucionalidad que vendría a 
abordar la aplicación de este proyecto una vez que se convierta en ley. 


La lógica de esta iniciativa tiene que ver, por un lado, con abordar las políticas sociales 
específicas en esta materia. A esos efectos se crearía la Comisión que se cita en el artículo 9* y que 
estaría integrada por representantes del Mides, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el de 
Educación y Cultura. 


En el artículo 10 se menciona que se deberá realizar un informe periódico que explicite las 
acciones afirmativas, cometiéndolo en este caso no a aquella Comisión sino al Ministerio de Educación 
y Cultura. Si bien una nueva lectura rápida podría dar lugar a pensar en que hubiera cierta 
descoordinación, el sentido es que nuestra Comisión estará radicada en el Ministerio de Educación y 
Cultura, por lo que contar con esa información de manera permanente y, además, estar obligados a 
generarla, puede permitirle sugerir determinadas propuestas cuando se comience a aplicar este 
proyecto una vez convertido en ley. 


Con respecto a las coordinaciones interinstitucionales en la aplicación de las políticas 
sociales o de las políticas públicas, nos parece oportuno señalar que en la Comisión vemos un 
problema: la falta de representación del Mides en su integración, no en forma voluntaria, sino porque 
este fue creado en 2005 y la ley fue aprobada en 2004. Reitero que esto ocurre porque en ese 
entonces no existía ese Ministerio como tal y entonces no fue previsto en esa representación mixta de 
instituciones gubernamentales y sociedad civil. No sé si en este proyecto de ley o en otra oportunidad 
legislativa sería conveniente incorporar al Mides en la Comisión Honoraria contra el Racismo, la 
Xenofobia y toda otra forma de Discriminación. 


Realizaré un último comentario con respecto a las acciones afirmativas llevadas a cabo en el 
ámbito educativo, de las que ya se ha hablado. Tanto a nivel del Ministerio de Educación y Cultura 
como de la ANEP se está trabajando en ese esquema. En el esquema de esta última se están 
desarrollando iniciativas concretas para incorporar esa temática -ya está incluida en los planes y 
programas de Primaria y de Secundaria- así como la información docente. A partir del último nuevo 
plan de estudios está presente, como similares derechos humanos, el análisis de las distintas 
discriminaciones. 


Una última noticia es que, en los últimos meses, ha habido un equipo de trabajo integrado por 
gente del Mides y de la ANEP con el que estamos diseñando un plan de trabajo para abordar la 
capacitación docente y atacar las raíces de la discriminación en el ámbito educativo. Este grupo de 
trabajo intentará mejorar esto a través de tareas de sensibilización y de estudios concretos sobre cómo 
estos temas están incorporados en los distintos planes o cómo se trata la temática en la biografía de 
estudio que hoy se recomienda a los estudiantes. Entonces, estas acciones afirmativas en la educación 
que tal vez no sean tan concretas o tan palpables, como puede ser otorgar un cupo determinado a afro 
descendientes en los organismos públicos, son acciones que hoy se están pensando y, más allá de la 
aprobación de esta ley, esperamos ver un resultado prontamente. 


SEÑOR ABUYANET.- De manera muy breve voy a hacer referencia a los guarismos que surgen del 
INE. 


Creo que nosotros fuimos perjudicados en esta ocasión y la prueba de ello está porque la 
cifra de afro descendientes pasó de un 10% a un 8%. En nuestro caso, pasamos del 3,8 al 5%, 
después de mucho trabajo, de recorrer prácticamente la República. Antes del año 2006 prácticamente 
no existían indígenas porque en los censos no se preguntaba a ese respecto, pero a partir de que ello 
se comenzó a hacer surgieron 115.000 personas. Con el trabajo que venimos haciendo pudimos 
observar que la pregunta sobre cuál es la ascendencia no visibiliza la cifra existente porque, en ciertos 
barrios como Las Láminas, el Marconi y otros lugares, la gente no sabe qué quiere decir ascendencia 
y, por lo tanto, no responde. También surgieron problemas de discriminación porque muchos de los 
encuestadores y censistas nos decían que dejaron de hacer la pregunta sobre la ascendencia porque 
les respondían: “Cómo me vas a preguntar a mí si soy indio o negro”. Entonces, llegamos a la 
conclusión de que la pregunta no es la adecuada pero, como queremos seguir avanzando y no dejar 
pasar diez años, pretendemos corregir esta situación en la encuesta de hogares que habitualmente se 
viene haciendo. 


En 1998, la encuestadora CIFRA cambia la palabra “ascendencia” por “ancestros” 
“antepasados” y la cifra de indígenas se sitúa en un 13%, pero luego volvemos a la palabra 
“ascendencia” y el porcentaje fue del 3,8%. Quiere decir que la palabra que se utilice en la pregunta es 
bien importante. Nosotros trabajamos a nivel de la Comisión durante dos años tratando de modificar la 
pregunta y hay mucha experiencia a nivel de América con respecto al tema de los indígenas y afro 
descendientes, pero no fue posible. Por ello creo que es muy importante saber que si ustedes toman 
esos datos como fidedignos no reflejan realmente lo que sucede en la actualidad. 


SEÑOR SOLARI.- Quiero saber si realmente comprendí la contestación que me dieron con respecto a 
la discrepancia entre los artículos 9? y 10 que refieren a los aspectos institucionales de este proyecto 
de ley y que, por lo tanto, son importantes. 


En primer lugar, en el artículo 9% se establece que quien preside esa Comisión de 
seguimiento de las acciones es el Mides puesto que allí se expresa: “estará integrada por un 
representante del Ministerio de Desarrollo Social, que la presidirá”. Asimismo, en el artículo 10, cuando 
se habla de la información formal a brindar a la Asamblea General dice que va a estar a cargo del 
Ministerio de Educación y Cultura, lo que obviamente puede crear una falta de sintonía. Pero pensando 
más profundamente y ante la última intervención del señor Prats, nos preguntamos por qué es 
necesario crear una nueva Comisión en el artículo 9” en vez de ajustar y actualizar las potestades de la 
Comisión ya existente. En definitiva, me da la impresión de que esta Comisión Honoraria no va a dejar 
de existir y va a haber otra Comisión presidida por el Mides y, a su vez, va a haber una responsabilidad 
a cargo del Ministerio de Educación y Cultura. En principio, me parece que esta no es la solución más 
adecuada desde el punto de vista institucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de conceder la palabra a la señora Senadora Moreira, advierto a los 
integrantes de la Comisión que en la Antesala del Senado está esperando para ingresar el señor 
Ministro Interino de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑORA MOREIRA.- Brevemente, quisiera realizar dos pedidos, uno a las autoridades del Ministerio 
de Educación y Cultura, y otro a las doctoras Esquivel y Saura. 


Alas autoridades del Ministerio solicitaría que nos acercaran una redacción para un artículo - 
que ubicaríamos antes del último- por el que se modificaría la Ley N* 17.817, agregándose en su 
artículo 6 a un representante del Ministerio. Sería nada más que eso: un artículo por el que se 
agregaría el Mides a la Comisión Honoraria. 


Alas doctoras Esquivel y Saura, por su parte, les pediría que nos alcanzaran -porque, por lo 
menos en lo personal, me gustaría tenerlo- tanto el estudio de movilidad intergeneracional, de la 
licenciada San Román, como aquellos que se realizaron a nivel del Instituto Nacional de las Mujeres, 
que fueron mencionados en su oportunidad. 


SEÑOR LORIER.- Según creo, la doctora Esquivel planteó una especie de sugerencia en el sentido de 
que en la Comisión que se crea por el artículo 9%, esté representada también la sociedad civil. No sé si 
esto fue recogido dentro de las sugerencias que han hecho las Senadoras y los Senadores. En todo 
caso, pienso que también se nos podría acercar una propuesta de redacción para un artículo, de 
manera de poder analizar y ver si dicha incorporación es posible. La idea sería que, junto con la 
estructura propiamente estatal, existiera también aquello que nos gusta mucho, que es una mezcla con 
lo social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 


Si no hay más consideraciones para formular, agradecemos la presencia y la colaboración de 
nuestros invitados en la tarde de hoy. 


(Se retira de Sala la delegación de la Dirección Nacional de Derechos Humanos y Comisión 
Honoraria Contra el Racismo, la Xenofobia y Toda Forma de Discriminación del Ministerio de 
Educación y Cultura.) 


Nota remitida por la señora Susana Andrade, integrante de la Comisión Honoraria Contra el 
Racismo, la Xenofobia y Toda Otra Forma de Discriminación, del Ministerio de Educación y Cultura. 


Señoras y señores Senadoras y Senadores de la Comisión Población, Desarrollo e Inclusión 
de Cámara de Senadores: 


Hace muchos años luchamos por incluir la dimensión espiritual o religiosa de matriz africana 
dentro de la cultura afro. Los logros hasta ahora son difusos y menos institucionalizados pues siempre 
chocamos con escollos entre ellos la malentendida "laicidad" que para el caso funciona como una 
negación más, ya que se trata de la fe proveniente de un sector social minoritario y vulnerado por el 
genocidio y etnocidio colonialista: afrodescendientes. 


Obligados nuestros antecesores a olvidar su fe originaria bajo pena de muerte y tortura, sin 
dudas entre los afro reconocemos la espiritualidad como valor fundamental de resistencia étnica e 
identidad. La vigencia de las creencias negras junto a los procesos de aculturación, colonialismo 
ideológico y derivados, se ha traducido en nuestra sociedad, en predominio de población no 
afrodescendiente que practica religiones afro, sucediendo que los propios muchas veces las sienten 
ajenas merced al despojo cultural sufrido. 


Por eso y fundamentalmente por una cuestión de recuperación y revalorización de la 
memoria ancestral, solicito a ustedes profundizar el art. 8 dándole mayor contenido, enumerando 
algunos ítems importantes como conformadores del legado de las comunidades afrodescendientes, 
creyendo en la educación como pilar de cambios sustanciales a futuro en bien de la equidad racial. 
Pueden considerar o no la sugerencia; aún así será valioso expresar la propuesta a ustedes e informar 
de esta inquietud. 


Nuestra sociedad multiétnica y pluricultural, necesita políticas de Estado para erradicar las 
exclusiones hegemónicas y así atender la diversidad cultural y su problemática. 


Si nos calláramos, dadas las experiencias y el trabajo acumulado contra el racismo religioso y 
la intolerancia hacia los cultos afro; subrayada, creciente, alimentada; nos parecería desperdiciar una 
oportunidad histórica de marcar estos temas como fundamentales en el texto de una ley tan preciada y 
necesaria para la comunidad afrouruguaya. 


Preocupados por la esencia de lo material, valoramos la sensibilidad que tienen expresiones 
culturales diversas, entre ellas la dimensión trascendente. La redacción puede ser no idéntica, sin 
embargo la conceptualización incluida, es lo que entendemos humildemente muy importante plantear 
en el texto legal. Al menos abre una puerta a la corrección de esas otras invisibles inequidades. AQUÍ 
LA REDACCIÓN PROPUESTA: 


Artículo 8* - Se considera de interés general que los programas educativos y de formación 
docente, cuando corresponda, incorporen el legado de las comunidades afrodescendientes en la 
historia, su participación y aportes en la conformación de la nación en sus diversas expresiones 
universales de cultura; arte, filosofía, religión, saberes, costumbres, tradiciones, valores; incluyendo el 
pasado de esclavitud, trata y estigmatización de las mismas. Gracias por recibirnos y por fuerza mayor, 
mis excusas por no poder asistir. (Mae Susana Andrade. Integrante de la CHRXD.) 


(Ingresa a Sala el señor Ministro Interino de Trabajo y Seguridad Social, doctor Nelson 
Loustaunau.) 


-La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión de la Cámara de Senadores le da la 
bienvenida al señor Ministro Interino de Trabajo y Seguridad Social. El propósito de nuestra invitación 
es porque esta Comisión se encuentra abocada -como primer punto del año 2013- al estudio del 
proyecto de ley Afrodescendientes que establece normas que favorecen su participación en las áreas 
educativa y laboral - ya fue aprobado por la Cámara de Representantes- y contiene una serie de 
disposiciones que a nuestro entender tienen que ver con la materia de competencia del Ministerio a 
quien el señor Ministro representa. 


Nuestra intención es escuchar cuál es el punto de vista del Poder Ejecutivo -del propio 
Ministerio- y luego formular algunas preguntas. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias. 


En realidad, las objeciones que tenemos al proyecto de ley no son tales, sino que 
pretendemos plantear algunas mejoras. Encontramos tres o cuatro puntos que podrían ser mejorados 
porque le vemos algunos vacíos o ausencias. En primer lugar consideramos que no hay una definición 
del concepto de afrodescendiente. Pensamos que así podría encabezarse la ley o tal vez deberíamos 
trabajar en uno de los primeros artículos sobre la definición de ese concepto porque, de lo contrario, el 
resto de la hermenéutica de esta iniciativa queda muy librada a la autodefinición. Por ejemplo, hemos 
visto que en algunas normas de corte internacional -especialmente en algún convenio sobre 
indígenas- queda muy librado a la autodefinición. En este caso, nos parece que existen elementos 


bastante más sencillos para elaborar un concepto sobre quiénes serían los destinatarios de los 
beneficios de esta normativa. 


Insisto, creemos que la filosofía del proyecto de ley es buena, que en su conjunto plantea 
algunos temas que deben ser tratados por la sociedad uruguaya, pero entendemos que se podría 
mejorar con una definición sobre el concepto de afrodescendiente. De esta manera, en caso de que 
esta iniciativa sea aprobada, cuando se ejecute se van a evitar algunos problemas sobre quiénes son 
los destinatarios de este cuerpo legal. Muy sucintamente esta es una de las primeras objeciones u 
observaciones que le veíamos a este proyecto de ley. 


En segundo término, el otro tema que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social había 
observado y que debería ser mejorado -no es un problema filosófico, sino que estrictamente se trata de 
mejorar el contenido de las normas, darle más cuerpo y más presencia- es la cuota para los 
trabajadores afrodescendientes en los ingresos al Estado. Sinceramente, no somos muy partidarios 
del tema de cuotas en el mercado de trabajo -aunque hemos enviado alguna que otra iniciativa con 
este sistema- porque pensamos que quizás sea una forma de estigmatizar más a una minoría, y 
además porque se pueden solidificar una cantidad de derechos -como después vamos a decir- que 
pueden limar o ayudar a evitar establecer un sistema de cuotas y recomendar una mejor posición para 
la población afrodescendiente. 


Asimismo, a nuestro juicio este proyecto, desde el punto de vista del mercado de trabajo, 
debería contener algunas disposiciones referidas a tres aspectos. En primer lugar, estamos pensando 
en una disposición de naturaleza garantista, es decir de conceder derechos en condiciones de igualdad 
a toda la población, con independencia de su etnia. Nos parece que, en este caso, tenemos que buscar 
un mecanismo, un engranaje, que permita garantizar esos derechos. Para el acceso al mercado de 
trabajo, cada día más, nos enfrentamos con problemas de mecanismos selectivos marcadamente 
discriminatorios, pero no solamente en razón del color de la piel, sino porque muchas de las empresas 
buscan que los empleados midan un metro noventa, tengan ojos celestes y sean un biotipo que vende 
en la sociedad. Entre la propia raza blanca, entre los propios caucásicos, se plantea el mismo 
problema. Entonces, creo que el proyecto debería incorporar algún artículo que previera los 
mecanismos discriminatorios en el período de contratación o de selección del personal, y esto tiene 
que ver con la protección de derechos humanos fundamentales; para una minoría, eso es sustancial. 
Me refiero a los procesos preliminares de la contratación, es decir que en toda la etapa en la que la 
persona va a buscar el empleo y le preguntan cómo se llama, qué estudios tiene, uno podría evitar 
identificar la raza del aspirante, por ejemplo, de modo que no ocurra que veladamente se impida el 
acceso de la persona a determinados cargos por esas razones. 


En segundo término, habría que pensar en algunas disposiciones de protección dentro de la 
carrera funcional de esos trabajadores, y cuando me refiero a la carrera funcional no hablo de la clásica 
en la que pensamos todos que es la de los funcionarios públicos, sino que estoy pensando en la que 
puede hacer cualquier trabajador en cualquier empresa del ámbito público y privado. Sobre este punto, 
algunos estudios indican que los trabajadores afrodescendientes tienen menores posibilidades de 
acceso a mandos medios y, ni qué hablar, a cargos de corte gerencial, etcétera. Aquí también se 
pueden plantear algunas disposiciones antidiscriminatorias, sancionatorias para quienes ejerzan este 
tipo de actividades y que, de alguna manera, sean lo más garantistas posible para los 
afrodescendientes. Insisto en que estamos hablando de derechos humanos fundamentales. En este 
caso no solamente reina el principio de igualdad, sino que se trata de algo sumamente importante. La 
tercera etapa, que es muy trascendente, tiene que ver con que se puede crear un mecanismo, por el 
que se establezca “No se podrá discriminar”, pero también hay que fijar la garantía que impida que se 
discrimine, es decir el procedimiento que permita que si ese trabajador es agredido por esa condición, 
pueda gozar de un mecanismo de protección perfecta. En el mundo del derecho del trabajo tenemos 
dos clases de mecanismos de protección: las protecciones que se llaman imperfectas y las perfectas. 
¿Cuáles son las protecciones imperfectas? Son las que tienen que ver con el pago de una 
indemnización. En nuestro Derecho, si uno llegara a despedir a un trabajador por su raza, a lo sumo lo 
que podría esperar es una indemnización por encima de la forfaíter, por encima de la establecida o sea 
lo que se llama un despido abusivo. Es decir que el que abusa de un derecho, de alguna manera debe 
pagar o compensar dicho abuso. 


Por otro lado, existen los mecanismos denominados perfectos. ¿Cuál es la protección 
perfecta en el Derecho uruguayo? Es aquella a través de la cual se sancionó, en esta misma casa, la 
Ley de Protección y Promoción de la Libertad Sindical. Si el dirigente sindical es despedido en razón de 
su ejercicio de la actividad sindical, existe un mecanismo, un proceso abreviado, que se asimila a la 
Ley de Acción de Amparo, a través del cual ese acto se declara nulo y se vuelve hacia atrás. Ahí 
estamos ante la protección perfecta. A modo de ejemplo: a mí no me pueden despedir porque uso 
lentes o porque se me cae el pelo. Es decir que en caso de haber un despido en razón de la raza o un 
acto discriminatorio en una carrera funcional, habría un fin espurio. ¿Cómo cuidamos, entonces, ese fin 
espurio si no establecemos un mecanismo a través del cual el trabajador pueda echar hacia atrás ese 
acto? 


En ese caso, estamos ante dos situaciones. Una de ellas es que si en el caso de un 
trabajador vinculado en su relación laboral, nosotros establecemos que todo acto que violente el 
contenido de esta ley será declarado nulo -lo declaramos nulo en la propia ley- permite que lo que es 
técnicamente nulo, sea inexistente. Entonces, uno puede retrotraerse y decir que ese señor puede 
concursar para el cargo de gerente o para acceder o tal o cual puesto. La segunda de ellas es el caso 
de que un trabajador sea veladamente despedido en razón del color de su piel. Evidentemente, si 
nosotros declaramos que ese acto es nulo, tenemos que darle una acción para reinstalarlo. 


También es cierto que en las políticas discriminatorias las conductas no siempre son claras. 
Quien ejerce esta clase de políticas, lo hace veladamente, disimulándolas. A modo de ejemplo, las 
acciones de reinstalación por dirigentes sindicales en Uruguay han llevado, en los últimos años, a unas 
cuantas reinstalaciones de trabajadores sobre los cuales se constató agresiones a libertad sindical. 
Evidentemente, si nos planteamos una ley antidiscriminatoria, la discriminación no será abierta sino 
que va a estar cubierta de algo. La garantía para ese trabajador será acudir, a través de la Justicia, a 
una acción de amparo que le permita reinstalarlo y que el Juez pueda hurgar cuál fue el fin espurio de 
ese despido. 


Tal vez lo expuesto pueda parecer demasiado teórico, pero en términos de discriminación es 
lo que corresponde hacer, porque si simplemente declaramos que no estamos de acuerdo con las 
conductas, que pretendemos promover a una minoría dentro de la sociedad y no le damos la garantía 
suficiente para ejercer esa protección, nos encontraremos con que va a ser una ley un poco vacía de 
contenido. Pido disculpas a los señores Senadores, pero esa es la realidad. 


Por lo expuesto, apuntaríamos a modificar o agregar tres aspectos al proyecto de ley. El 
primero de ellos, es el vinculado a la definición de afrodescendiente. El segundo, que la ley tenga una 
declaración expresa en el sentido de que todo acto realizado en contra de la presente ley tenga el 
carácter de nulo porque, técnicamente -como ya lo hemos expresado- lo nulo es inexistente. 


Finalmente, apuntaríamos a establecer un mecanismo de reinstalación o acceso a la Justicia, 
ya que esos trabajadores fueron perjudicados en sus derechos en función de su calidad de 
afrodescendientes. 


Este mismo modelo lo manejé en el tema de la promoción y protección de la libertad sindical 
y tiene cierto parecido con el que se utilizó cuando se elaboró la Ley de Acoso Sexual, donde se 
declara de alguna manera el acoso y se permite accionar, estableciéndose el pago de una 
indemnización especial. En este caso, en la protección del derecho humano fundamental 
correspondería la reinstalación del trabajador o el permiso para que quede sin efecto alguna acción 
que le impida prosperar a lo largo de su carrera. 


Algunos datos que proyectó el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, si mal no recuerdo el 
año pasado, indicaban que los trabajadores afrodescendientes tienen menos oportunidades de 
prosperar en su carrera laboral. Eso dependía de varios factores, algunos de ellos vinculados a que 
también tenían menos oportunidades en lo que respecta a la educación. Nos parece que si la norma se 
perfeccionara en estos dos aspectos abriríamos un campo bastante importante de protección hacia 
esta minoría. 


Es cuanto quería manifestar en términos generales. 


SEÑORA MOREIRA.- Primero quisiera hacer un pedido y luego una reflexión. El pedido es si el 
Ministerio podría hacernos llegar las modificaciones que sugiere. 


SEÑOR MINISTRO..- Podríamos intentarlo. 
SEÑORA MOREIRA.- No se comprometa tanto, señor Ministro. 
SEÑOR MINISTRO..- Es difícil dar una definición. 


SEÑORA MOREIRA.- No necesariamente le pido una definición -solo que intente establecerla- pero sí 
las iniciativas referidas a legislaciones que ya existen en el mundo laboral como la Ley de Acoso 
Sexual o la Ley de Libertad Sindical que protege los derechos de los trabajadores sindicalizados y es lo 
que el Ministro denominó legislación garantista. Supongo que sobre ciertos aspectos se puede legislar 
y lo demás serán procedimientos que se establezcan en la reglamentación. Por lo tanto, no le pediría 
una definición al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, sino al Ministerio de Educación y Cultura. 
Siempre tenemos en cuenta que la definición de afrodescendiente que se usa en los censos y en la 
encuesta continua de hogares es una autoidentificación. En todo caso, tomamos nota de la falta de 
definición de la que será la población objetivo. 


Por otra parte, el señor Ministro nos dice que hay que sustituir el cupo con una legislación 
garantista que trabaje en el acceso, la carrera funcional y la desvinculación. A este respecto, sí solicito 
que nos haga llegar alguna sugerencia sobre qué agregar a esta legislación o qué modificarle en 
relación a estos tres aspectos, ya que la cuota solo se refiere al acceso y no toma en cuenta los 
obstáculos en la carrera funcional ni la discriminación de género como fin espurio para desvincular a 
una persona. 


Ahora bien, ¿sería posible encontrar una fórmula en la cual facultemos al Poder Ejecutivo a 
que disponga de hasta un 8% de las vacantes laborales del Estado para no establecer un “hágase” 
sino un “facúltase”? ¿Por qué? Porque me parece que la intención del proyecto de ley va en dirección 
de la acción afirmativa y lo que el señor Subsecretario plantea está dirigido a impedir la discriminación 
negativa. Aun cuando nosotros impidamos las acciones negativas que se ejercen contra los 
afrodescendientes, ellos además quieren acciones afirmativas, es decir que quieren ser respaldados en 
derechos diferentes y a lo que apuntaba el señor Ministro es a impedir que no tengan los mismos 
derechos que los otros, pero ellos a su vez reclaman por la diferencia. Si pensamos que este es un 
principio filosófico del proyecto de ley porque la acción afirmativa es más que impedir la discriminación, 
estoy de acuerdo con ello y creo que lo que se plantea es necesario, pero no entiendo por qué dice: 
“facúltase” Según lo que conozco de la experiencia brasilera, el cupo en las universidades luego tuvo 
grandes problemas de implementación por el llamado examen vestibular. Era un lío y hubo intensos 
debates al respecto. Soy nueva en esto y supongo que habrá mejores términos, pero creo que el 
“facúltase” le da una señal al Poder Ejecutivo para que sin atarlo de manos aplique una cuota que 
luego pondría en pie de desigualdad a otros, por ejemplo, a las mujeres o a los pobres; sin embargo, 
ese no sería el caso de los discapacitados porque me parece que el cupo para ciertas tareas es 
fundamental. En la legislación laboral hay discriminación positiva a favor de los discapacitados, pero 
sabemos que ellos tienen un handicap que no los inhabilita para ciertas cosas. Hago esa reflexión 
pensando en una solución de continuidad entre el proyecto de ley que tenemos a estudio y el que 
plantea el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


La última pregunta es: ¿Cuál sería el impacto de aplicar un cupo a rajatabla? 


SEÑOR SOLARI.- Me pareció muy interesante la presentación porque motiva algunas reflexiones 
sobre las dificultades que plantea el tema. Una vez que se descifró totalmente el genoma humano 
podemos decir que no hay diferencias genéticas entre la población afro y la no afro, por lo que no hay 
una manera de definir la población objetivo de una manera científicamente inapelable. No es lo mismo 
una discapacidad que se puede medir, sobre la que puede haber cierto baremo, con limitaciones que 
pueden ser recuperables o no recuperables; acá no hay eso. Tanto el Censo de Población, como la 


Encuesta Continua de Hogares apelan a la autoidentificación porque, en definitiva, el primer planteo 
para definir el concepto siempre va a descansar en la identificación que la persona haga de sí misma 
en un determinado momento. No debería permitirse que se hiciera en forma previa porque, justamente, 
uno de los instrumentos garantistas consiste en que al ingresar a cualquier empleo no se haya podido 
averiguar con anterioridad si la persona es o no es afrodescendiente, para que eso no sea tenido en 
cuenta a la hora de calificar su desempeño. En algún momento tendrá que haber una definición que 
ubique a esa persona en esa población objetivo que se quiere proteger. 


La segunda reflexión que quiero hacer va en la línea de lo que decía la señora Senadora 
Moreira, porque el proyecto de ley tiene una base de acción afirmativa y es necesario corregir las 
discriminaciones y las distorsiones previas a través de determinadas circunstancias más 
favorecedoras. Creo que hay cierto consenso en la Comisión en el sentido de que debería ser así. Esto 
no impide que además de las circunstancias favorecedoras, haya circunstancias garantistas, como las 
que usted propuso al asimilarlo al dirigente sindical. Así, una persona no puede ser despedida como 
consecuencia de su acción como dirigente sindical pero sí por causas que no tengan nada que ver con 
eso. Lo mismo sucedería en el caso de un afrodescendiente que, por ejemplo, cometa un delito. Creo 
que no son cosas excluyentes sino que, por el contrario, deberían ser complementarias en este 
proyecto de ley. 


Con respecto al cupo quiero hacer la siguiente reflexión. Si no me equivoco, la masa total de 
trabajadores -que incluye a los públicos, privados, por cuenta propia, etcétera- es de, 
aproximadamente, 1:600.000 personas. Los trabajadores públicos constituyen el 14% de la masa 
laboral, por lo que el 8% de esa cifra, representa un 1,1% del total de trabajadores. Entonces, 
estaríamos estableciendo una cuota para 18.000 personas, con todas las dificultades que eso puede 
plantear. De manera que -en la dirección de lo que planteaba la Senadora Moreira- es muy probable 
que podamos tener algo más en lugar de la cuota, como por ejemplo, obligar al Poder Ejecutivo y a los 
empleadores privados a que ante igualdad de condiciones se privilegie al trabajador o la trabajadora 
afrodescendiente hasta un porcentaje determinado, con lo cual se le da una ventaja pero no se hace 
ese mandato compulsivo que después es tan difícil de implementar. 


Por último, concuerdo con lo que expresó la señora Senadora en el sentido de que si no se 
hace una corrección inicial de las discriminaciones o diferencias que existen en el ámbito educativo, 
después va a ser muy difícil implementar cualquier otra cosa en el ámbito laboral. Si pensamos, por 
ejemplo, en los ascensos, se puede dar preferencia a alguien siempre y cuando tenga igualdad de 
condiciones porque, de lo contrario, por corregir un mal anterior se causa un mal actual, perjudicando 
a una empresa o a la organización del Estado. 


Estas son las reflexiones que quería realizar. 
SEÑOR MINISTRO.- Tengo poco más para aportar, señor Presidente. 


El impacto que planteaba la señora Senadora Moreira puede ser trascendente. Mi cálculo 
difiere un poco del realizado por el señor Senador Solari. Según los datos de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, estamos en un entorno de los 250.000 trabajadores públicos, si además de los de la 
administración central, incluimos a los funcionarios de los Poderes del Estado, de las autonomías 
departamentales, de los entes autónomos, servicios descentralizados, etcétera. Por tanto, si no me 
equivoco, el 8% de esa cifra daría un número un poco más alto. 


Lo que el proyecto de ley consagra es que el 8% de los ingresos deberían darse en esta 
situación. Si preparo trabajadores en condiciones de igualdad, quizás en lugar de ingresar el 8%, lo 
haga el 15%. Está claro que el objeto de la cuota puede ser expansivo pero también, limitativo. Por 
tanto, creo que debemos apuntar a otra cosa: a que no exista discriminación por este tema porque es 
un derecho humano fundamental. Como Estado, tenemos la obligación de salvaguardar a muerte este 
principio que, incluso, figura en el artículo 8% de nuestra Constitución donde se establece que todos 
somos iguales ante la ley. Ni que hablar de la infinidad de declaraciones internacionales y, 
concretamente en materia de trabajo, está el Convenio N* 111. Podríamos seguir explorando 
normas y normas, pero el principio sagrado que debería contener este proyecto es ese que mencioné 
antes. Por eso insisto en que tutelarlo solamente estableciendo una cuota, en mi opinión, es 


minimizarlo. Reconozco que puede ser un tema opinable, pero entiendo que el impacto puede ser muy 
amplificador hacia un lado pero muy minimizador hacia el otro. O sea, es muy relativo; no creo que sea 
tan pequeño, pero tampoco creo que sea tan grande; en fin, no lo puedo valorar. 


Otro tema que debemos tener en cuenta es el siguiente: se debe pensar en un cupo respecto 
al que podamos intervenir, esto es, en la contratación pública. Si tal como planteaba el señor Senador 
Solari aspiráramos a extender esta norma a las empresas privadas, deberíamos ligarla a una especie 
de promoción para que estas no solo tomen afrodescendientes, sino que permitan el desarrollo de su 
carrera funcional. En ese caso, la idea sería ligar la aplicación de una norma de estas características a 
algún tipo de exoneración fiscal. Dicho de otra manera, el segmento de mercado laboral en el que 
podemos intervenir es el público. Si pretendiéramos influir en el sector privado, indicándole que debe 
tener en cuenta una cuota, nos meteríamos en un lío bastante complejo. Por eso entiendo que lo más 
adecuado sería instrumentar una política promocional, estableciendo que si se toman trabajadores 
afrodescendientes podemos acompañar esa acción con una reducción tributaria o una compensación 
tributaria. 


La señora Senadora Moreira me hace una acotación, pero estoy planteando una fórmula más 
amplia que la que se propone en el artículo 7”. Hay un elemento que actualmente les importa mucho a 
las empresas, que es la responsabilidad social empresarial. Pienso que podríamos unir este tipo de 
normativa, con la idea de que es una buena práctica de responsabilidad social empresarial y con 
alguna suerte de premio o mención proveniente del Ministerio de Educación y Cultura o del competente 
en la materia. Como los señores Senadores saben, para las empresas, la responsabilidad social 
empresarial es una especie de marketing y tiene relación también con la calidad total. En fin, creo que 
se podría incluir una norma que apuntara a estos conceptos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, quisiera hacer una reflexión. Hay un problema que se puede 
visualizar a la luz de la experiencia, luego de la aprobación de una normativa que hace varios años 
estableció un sistema de cuotas para que fuera incorporado determinado porcentaje de discapacitados 
en el sector público. Tengo la impresión de que el grado de cumplimiento de esa norma, aun tratándose 
del sector público -no hablamos del sector privado- es muy relativo, en la medida en que no existe 
mucho conocimiento ni mucha voluntad de ponerla en práctica. Me estoy refiriendo al sector público en 
general, no solo a la Administración Central. Con esto quiero decir que, en definitiva, la norma termina 
siendo una expresión de voluntarismo consagrado en la ley, que después no se lleva a la práctica. 
Reitero: estoy hablando del sector público, no del privado, donde es mucho más complicado todavía. 
No tengo dudas de que en el sector privado es como dice el señor Ministro Interino, o sea, la única 
forma de efectivizar la aplicación de una norma de este tipo y que realmente se pusiera en práctica, 
sería mediante un incentivo. De lo contrario, es bastante difícil. Una cosa es lo que se concibe como 
propósito en la teoría y otra es cuando se ejecuta una norma como tal. 


SEÑOR MINISTRO.- No sólo no descartaría las exenciones tributarias, sino que también vincularía 
algún mecanismo de responsabilidad social empresarial que creo que tiene un valor bastante 
intangible hoy para las empresas, pero importante. Supongamos que cualquiera de los Ministerios 
salga a reconocer este tipo de prácticas vinculadas a la responsabilidad social empresarial, no sé qué 
impacto pueda tener. Ahí sí comienzo a vislumbrar otro tema de impacto un poco más interesante. 


SEÑORA MOREIRA.- Con el tema de género se implementaron los programas de calidad con equidad. 
Funcionó un poco, pero es complejo, porque primero hay que identificar dónde existe discriminación. 
Pero lo cierto es que después que se sumó una empresa pública, comenzaron a anexarse otras, es 
decir que existe un efecto de difusión que creo que es a lo que se apuntaba porque, después, todos 
quieren participar del Certificado de Calidad con Equidad. Igualmente, los datos que vinieron en las 
rendiciones de cuentas sobre los cupos de afrodescendientes apunta un poco a lo que decía el señor 
Senador Da Rosa, en el sentido de que algunos cumplen más, otros menos, pero no es muy 
significativo. 


SEÑOR MINISTRO.- Nosotros visualizamos el tema por ese lado, observando la experiencia que se 
viene dando en materia de equidad. Al principio fue una experiencia solitaria pero luego, al 
comprometerse las empresas públicas, se lograron algunas políticas de género que hoy son objeto de 
muchos convenios colectivos. Se me podrá decir que todavía representan una pequeña cantidad. Lo 


que pasa es que, muchas veces, estas acciones tienen esas características: se van concretando muy 
de a poco y tienen todo un proceso para reconducirlas hacia ese fin. Por lo tanto, algo parecido a esto, 
lo vería como un buen esquema. 


En cuanto a la definición, el señor Senador Solari planteaba que desde el punto de vista 
científico el genoma humano no plantea diferencias. Pero también, científicamente, por ejemplo, se 
sabe que, dependiendo de la raza, se da la prevalencia de diferentes enfermedades. Creo que existen 
algunos elementos -y más desde el punto de vista jurídico-para validarlo no sólo por la autodefinición, 
porque podría darse que alguien por la autodefinición se aproveche de una correcta política de 
protección de minorías. De ser así, podrían apropiarse grupos que no queremos que lo hagan. No sé si 
soy claro en este punto. Por eso me parece que podríamos esperar a que el Ministerio de Educación y 
Cultura -creo que es el más apto- proporcione una definición en este sentido. A eso apuntaba, señor 
Senador, más que al tema específico. 


Insisto: nosotros pensamos que de la mano de la protección central de la no discriminación, 
debe existir una declaración de nulidad de las políticas que violenten esta no discriminación. Me parece 
que eso es medular, ya que le va a dar mucha fuerza al proyecto. 


Por otra parte, considero que nosotros podemos hacer nuestro aporte sobre la nulidad y la 
protección en el período precontractual, cuando se produce la relación laboral propiamente dicha o en 
el período del cese de la relación laboral. Al respecto, tenemos algunos modelos; yo mencionaba el de 
la libertad sindical, pero hay otros que podemos tratar de pensar, teniendo en cuenta una acción 
judicial que permita, en caso de exabruptos, hacer valer la nulidad de ese acto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal como ha planteado la Senadora Moreira, solicitamos al Ministro que, sobre 
todo en lo que tiene que ver con las normas referidas al establecimiento de garantías contra la 
discriminación, nos pueda asesorar con algunos proyectos o normas relativas a este tema que va a ser 
considerado por la Comisión. 


La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión le agradece la presencia al Ministro Interino 
de Trabajo y Seguridad Social, doctor Nelson Loustaunau. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 41 minutos.) 
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